
 
A los ccoperativistas de la SCUT: 
 
A continuación os mandamos copia parcial de la demanda / recurso contencioso 
administrativo interpuesto contra el Ayuntamiento por hacer imposible nuestra 
participación y opción a concursar. 
 
No mandamos TODA la demanda. Solo os copiamos el encabezamiento, motivos y 
conclusiones. Faltarían de relacionar los Fundamentos de Derecho (18 páginas), que 
son la argumentación de lo que aparece en conclusiones y que el abogado es reticente 
a hacerlo público por motivos estrictamente profesionales. No obstante, si algún 
cooperativista desea verlo al completo, puede pedirlo vía e-mail ( 
coopbuszgz@gmail.com ) y se concertará cita para ver este documento al completo, 
así como cualquier otro de la cooperativa. 
 
Juan Carlos Cortés Maestre (Secretario de la Cooperativa) 
 
En Zaragoza, a 5 de noviembre de 2013. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:coopbuszgz@gmail.com


 2 

 A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON 

- Sección Primera - 
 

 

 

  Dª Begoña URIARTE GONZALEZ, Procuradora de los Tribunales, en nombre y 

representación de la SOCIEDAD COOPERATIVA URBANA DE TRABAJADORES, 

según consta en Recurso nº 89/2013, que se tramita ante esa Sala, comparece y como 

mejor proceda DICE: 

 

 Que por el presente escrito, en tiempo y forma hábil viene a formalizar la 

DEMANDA con base a los siguientes: 

 

 

M O T I V O S 

 

 PRIMERO.- Por Resolución de 7 de Diciembre de 2012, publicada en el B.O.A. 

de 21 de Diciembre de 2012, se licita el contrato de Gestión del Servicio Público del 

Transporte Urbano de Viajeros por Autobús de la Ciudad de Zaragoza en la 

modalidad de concesión administrativa. 

 

 SEGUNDO.- La Sociedad Cooperativa recurrente está integrada por 

trabajadores de la empresa adjudicataria del Servicio de Transporte Urbano de 

Viajeros en Zaragoza hasta 31 de Diciembre de 2012, con una amplia y dilatada 

experiencia en el sector del transporte urbano de Zaragoza, tal y como puede 

comprobarse cotejando los nombres de los trabajadores cooperativistas que obran 

en la Escritura de constitución de la Sociedad (Documento nº 1) con las categorías 

profesionales y antigüedades que se recogen en el Anexo del Pliego de condiciones 

Administrativas, en el que se recoge el listado de trabajadores respecto a los que 

debe subrogarse la nueva empresa concesionaria. 

 

 El objeto social de la Sociedad Cooperativa recurrente según sus Estatutos es 

el “transporte colectivo de viajeros de Zaragoza, sus servicios 

complementarios, y la creación, en su caso, de nuevos servicios o ampliación 

de los existentes, tanto dentro del Municipio de Zaragoza como fuera de él”. 
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 TERCERO.- La Sociedad Cooperativa Urbana de Trabajadores impugnó el 

Pliego de Condiciones Administrativas en tres puntos concretos (imposición de la 

obligación de transformarse y operar como Sociedad Anónima, requisitos de 

solvencia técnica exigidos para poder participar y la existencia de múltiples 

requisitos para acreditar la solvencia económica) que suponen una restricción al 

principio de libre competencia puesto que, en la práctica, imposibilitan su 

participación en el procedimiento de adjudicación en igualdad de condiciones. Todo 

ello sin perjuicio de la posterior valoración de las ofertas de las empresas licitantes y 

del resultado de la misma, cuestión ésta que estaría fuera del presente 

procedimiento de Impugnación. 

 

 El Recurso se interpone contra lo establecido en la Cláusula 10.3 del Pliego 

de Condiciones Administrativas cuyo tenor literal es el siguiente: “Los licitadores o 

sus representantes deberán incorporar un compromiso para el supuesto de resultar 

adjudicatario, de constitución de una sociedad anónima que será la titular de la 

explotación, en el plazo y con los requisitos y condiciones establecidas en la 

cláusula 23 de este Pliego, y en su normativa de aplicación y en su caso, lo indicado 

en su oferta.” 

 

 Se recurre también lo dispuesto en la cláusula 13 “contenido de las 

Proposiciones” respecto al apartado “A) Documentación administrativa” “b) 

Solvencia Técnica”, en cuanto a la exigencia de acreditación de experiencia en la 

gestión de un contrato de igual objeto al licitado o en la gestión de servicios de 

transporte público urbano o metropolitano en vigor o con una antigüedad máxima de 

tres años. 

 

 Por último, y ad cautelam, también se recurre el contenido de la Cláusula 13 

respecto a la documentación acreditativa de la “solvencia económica y financiera” 

que se recoge en el Apartado a). 

 

 En este apartado se recogen tres criterios para acreditar la solvencia 

económica y financiera, pero no se especifica que dicha acreditación pueda 

realizarse por cualquiera de los tres medios. Si no fuera así y fuera imprescindible la 

acreditación exigida en el punto 3 “declaración sobre el volumen global de 

negocios en el cómputo anual del licitador que acredite que excede, en media 
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de los tres últimos ejercicios, de 200 millones de Euros”, se vulneraría el 

Principio de No Discriminación de los operadores económicos que pueden acceder a 

la licitación. 

 

 La solvencia económica puede ser acreditada por cualquiera de los medios 

previstos en el Art. 75 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público, y por lo tanto por cualquier otro medio previsto en el Pliego de Condiciones 

Administrativas que no sea el del brutal volumen global de negocios que se recoge 

en el Punto 3, siendo éste un requisito inaccesible para cualquier otro licitador 

diferente a la actual empresa adjudicataria.  

 

 CUARTO.- Que la Resolución del Tribunal Administrativo de Contratos 

Públicos de Aragón de 19 de Febrero de 2013 desestimó el Recurso de la Sociedad 

Cooperativa Urbana de Trabajadores, motivo por el cual se interpone el presente 

Recurso Contencioso Administrativo con base en los siguientes: 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 

 PRIMERO .- 
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 Por todo ello, 

 

 SOLICITA: Tenga por presentado este escrito y por formalizada la 

correspondiente DEMANDA y a su vista acuerde revocar, anular y dejar sin efecto la 

Resolución recurrida y, reconociendo como situación jurídica individualizada la 

siguiente: 

 

1.  Anulación de la obligatoriedad recogida en el PCAP de que la empresa 

adjudicataria asuma la forma jurídica de Sociedad Anónima. 

 

2.  Anulación de los requisitos de solvencia técnica exigidos en el PCAP 

permitiendo la acreditación de la solvencia técnica o profesional en la 

ejecución del Servicio de Transporte Público por parte del personal, con 

acreditada experiencia y profesionalidad en la ejecución de la prestación de 

Servicio Público. 

 

3.  Anulación de la exigencia de la totalidad de los requisitos exigidos para la 

acreditación de la solvencia económica en el PCAC, bastando con la garantía 

bancaria de dicha solvencia y el correspondiente seguro, sin que pueda 

exigirse adicionalmente la aportación de cuentas y el volumen de negocio de 

los tres ejercicios anteriores. 

 

4.  Todo lo anterior, de ser estimado, deberá hacerse con la consiguiente 

retroacción de las actuaciones al momento de publicación de los Pliegos, que 

una vez ajustados a la legalidad deberán abrir un nuevo plazo para la 

presentación de Ofertas por parte de las empresas interesadas en la 

licitación. 

 

 Zaragoza, 30 de Septiembre de 2013 


